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Impunidad

CIDH pide protección para integrantes de OASIS
La  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos  (CIDH),  solicitó  al  gobierno  de 
Guatemala que adopte medidas cautelares a favor de 12 miembros de la Organización 
de Apoyo a una Sexualidad Integral Frente al Sida (OASIS), quienes denunciaron que 
son víctimas de ataques por  parte  de grupos  no  identificados.  Esta  fue hecha en 
respuesta a la solicitud que el  Procurador de los Derechos Humanos (PDH),  Sergio 
Morales, hiciera al ente internacional.

No a la remilitarización
Varias organizaciones sociales y de derechos humanos se pronunciaron en contra de 
que  tres  mil  efectivos  militares  realicen  tareas  de  “seguridad  ciudadana”.  El 
comunicado de prensa manifiesta que esta decisión es absurda e improcedente, ya que 
no sólo se remilitariza la seguridad ciudadana, sino que se asigna a elementos militares 
una  tarea  y  una  misión  para  la  que  no  han  sido  formados.  Esta  acción  pone  en 
evidencia la irresponsabilidad de los funcionarios involucrados, el Presidente Berger y 
los  Ministros  de Defensa  y  Gobernación,  quienes  no  están  comprometidos  con  los 
Acuerdos  de  Paz  y  únicamente  los  utilizan  como  propaganda.  Las  organizaciones 
exigieron al  Presidente respetar  el  compromiso de reducir  la  institución armada;  y 
reclamaron al Congreso de la República el cumplimiento de su función fiscalizadora y 
controladora.

PDH presenta a comunidad internacional informe con indicios de muertes 
extrajudiciales
La Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH) presentó a la comunidad internacional 
un  informe  donde  muestra  indicios  en  los  cuales  se  basa  para  creer  que  hay 
participación  de  algunos  miembros  de  las  fuerzas  de  seguridad  en  muertes 
extrajudiciales. El informe muestra que 305 cadáveres con señales de tortura fueron 
localizados durante 2005. Ese número superó a los 22 cuerpos con señales de saña 
hallados durante 2004. Algunos de los elementos señalados por la PDH se refieren a 
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personas desaparecidas y detenidas de forma arbitraria,  vistas  por última vez con 
miembros de la Policía Nacional Civil (PNC) y la utilización de vehículos sin placas. Si 
bien la PDH no puede comprobar que haya una orden superior para la eliminación 
sistemática de personas, en su informe aporta datos sobre vínculos de las fuerzas de 
seguridad en muertes arbitrarias. Morales manifestó que incluso recibieron datos de un 
lugar específico donde se habrían practicado torturas. 

Audiencia nacional de España confirmó competencia para juzgar  genocidio 
La Sala Penal de la Audiencia Nacional de España confirmó su competencia para juzgar 
ante este tribunal el presunto genocidio cometido en Guatemala entre los años 1978 y 
1986. La ratificación ocurrió después de declarar sin lugar un recurso presentado por la 
Fiscalía  de  ese  país  en  contra  de  la  decisión  emitida  por  el  Juzgado  Central  de 
Instrucción Número 1, donde se acepta la querella presentada por la Premio Nobel de la 
Paz,  Rigoberta  Menchú,  que  solicitaba  poder  indagar  hechos  cometidos  contra 
guatemaltecos que fueron víctimas de delitos de lesa humanidad. El Director de la 
Fundación Rigoberta Menchú (FRMT) Eduardo de León, dio a conocer que esta decisión 
jurídica es "positiva pues obliga a retomar el proceso en Guatemala".

Tierra

Policías y soldados desalojan dos fincas de Alta Verapaz
Unas 800 familias de colonos indígenas y campesinos, que desde hace más  de 55 años 
ocupaban las fincas La Moca y Cabañas, de los municipios La Tinta y Senahú, Alta 
Verapaz,  respectivamente  fueron  desalojadas  por  unos  mil  elementos  de la  fuerza 
antimotines  y  105  soldados  armados.  Leocadio Juracán,  representante  del  Comité 
Campesino del Altiplano (CCDA), indicó que los trabajadores de la finca La Moca fueron 
engañados por la patronal, el 15 de noviembre del año pasado, cuando los obligó a 
firmar un finiquito en el que aceptaban haber recibido el pago de sus prestaciones 
laborales a cambio de tierra, pero a la fecha tal ofrecimiento no se ha concretado. Ante 
el  incumplimiento del  acuerdo,  los  labriegos optaron por  tomar el  inmueble,  como 
medida de presión, por lo que los propietarios recurrieron a la penalización del caso, y 
las fuerzas de seguridad efectuaron el desalojo el 1 de febrero y después quemaron los 
ranchos que los campesinos habían construido, así como algunas pertenencias. 

Empiezan a discutir legislación 
El Organismo Judicial pretende crear siete tribunales agrarios en todo el país, previo a 
la creación del código que regulará dicho tema. A decir de Daniel Pascual, dirigente del 
Comité de Unidad Campesina (CUC), el proceso comienza al revés porque no existe la 
legislación adecuada, lo que dificultaría la emisión de fallos objetivos. El representante 
de la Cámara del Agro, Héctor Muñoz, opinó que es muy corto el plazo establecido para 
que inicien actividades los tribunales, pues los jueces no manejan el derecho agrario. 
Se prevé que con la aplicación de la ley catastral aparecerán varios propietarios de un 
mismo  terreno,  por  lo  que  se  hacen  necesarios  los  tribunales  especializados  que 
resuelvan estos problemas. La Corte Suprema de Justicia (CSJ) anunció que los referidos 
tribunales comenzarán a funcionar antes que se aprueben los códigos, y para ello se 
basarán en leyes ya existentes, como la del Registro de la Información Catastral, la de 
áreas Protegidas y la del Fondo de Tierras.

Globalización

Montana busca oro en 36 lugares. 
Montana Exploradora de Guatemala, subsidiaria de la canadiense Glamis Gold, cuenta 
con 36 derechos mineros por 25 años prorrogables que le permiten buscar oro en el 
país. Los proyectos se localizan en la región oriental y parte central de la República, los 
cuales corresponde administrar a la empresa Entremares de Guatemala,  firma que 
tiene en trámite una licencia para explotación del proyecto Cerro Blanco en Asunción 
Mita, Jutiapa. Otros se localizan en la región occidental y corresponden a Montana, que 
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tiene a su cargo la producción de la mina Marlin en San Marcos. Montana entregó en el 
Ministerio de Energía y Minas, un cheque a nombre del Banco de Guatemala por Q507. 
368,40  equivalente al 50% de las regalías. Similar cantidad fue entregada al alcalde de 
San Miguel Ixtahuacan, San Marcos, Edwin Oswaldo Ávila, monto que las comunidades 
quieren que se invierta en proyectos comunales. 

Tensión en Escuintla, por construcción de planta geotérmica
Autoridades locales,  vecinos y ambientalistas denunciaron que el 27 de febrero las 
fuerzas de seguridad tomaron por asalto la cabecera municipal de San Vicente Pacaya, 
Escuintla,  para  facilitar  el  transporte  de  maquinaria  de  la  empresa  Ortitlán,  que 
pretende la construcción de una planta geotérmica,  para lo cual  no cuenta con la 
licencia  de  construcción.  Carlos  Salvatierra,  miembro  del  Colectivo  Madre  Selva, 
denunció que la madrugada del domingo cientos de efectivos de las Fuerzas Especiales 
de la policía, y del ejército, sitiaron el poblado. La sociedad civil y la comuna local han 
manifestado su oposición a la geotérmica, debido a que no fueron tomadas en cuenta, 
por lo  que alegan que fue violentada la autonomía de la municipalidad,  al  no ser 
gestionado ante ella la licencia de construcción correspondiente.  Además, la referida 
planta  se  instalará  dentro  del  Parque  Nacional  del  Volcán  de  Pacaya,  una  zona 
protegida y turística, reveló Salvatierra. Álvaro Alidio González, Alcalde de San Vicente 
Pacaya, repudió la acción de las fuerzas de seguridad. González calificó la presencia de 
la  policía y  del  ejercito  como una medida intimidatoria,  que violenta la  autonomía 
municipal y pone en peligro la vida de los pobladores y de las autoridades locales, ya 
que se conoce de órdenes de captura en contra del Concejal primero, Gustavo Díaz, y 
del Secretario, Ezequiel Arias, quien ya ha sido víctima de agresiones. Según González, 
la compañía Ortitlán se niega a otorgar beneficios energéticos a la población de San 
Vicente  Pacaya,  entre  otros  programas  de  desarrollo  comunitario,  que  han  sido 
propuestos por los vecinos a cambio de dar su aprobación.

Fuentes: Prensa Libre, Siglo Veintiuno, El Periódico, Inforpress Centroamericana, La Semana en 
Guatemala, Informe Semanal  Sobre Derechos Humanos, Informador Rural.

2. ACTIVIDADES DE PBI GUATEMALA: EN GUATEMALA

Equipo: Silvio Köhler (Alemania), Estefanía Sarmiento (Colombia), Didier Califice (Bélgica), Ulrike 
Beck (Alemania), Tawia Abbam (Reino Unido),  Chus García (Estado Español), Michael Beattie 
(Australia), Silke Gatermann (Suecia).

2.1 INTERLOCUCIONES CON AUTORIDADES GUATEMALTECAS Y CUERPO DIPLOMÁTICO

Las reuniones con autoridades nacionales e internacionales son herramientas importantes para 
el trabajo de PBI para dar a conocer cuáles son nuestros objetivos y contenidos de trabajo. A 
través de estas reuniones expresamos, en los casos que sea necesario y de modo reservado, las 
preocupaciones ante situaciones críticas que conocemos de primera mano por el trabajo que 
desarrollamos sobre el terreno.

Autoridades Guatemaltecas:

• Silvia Vásquez de Hidalgo, Viceministra de Apoyo Comunitario, Ministerio de Gobernación 
• Victor Hugo Godoy y Marco Tulio Álvarez, Procuraduría de Derechos Humanos Nacional 

(PDH)
• Hugo Herculano Pop, Auxiliar Departamental de la Procuraduría de Derechos Humanos 

(PDH) de Alta Verapaz
• Hugo Marlon Rene Ac Nuila, Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) 

de Alta y Baja Verapaz
• Edgar Amilcar Orellana Orellana, Jefe de la Comisaría departamental de Alta Verapaz, 

Policía Nacional Civil (PNC)
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• Yefri Palala, Coordinador General de Fondo de Tierra (FONTIERRA) de Alta Verapaz
• Martín Sacalxot, Departamento de la Defensoría de Pueblos Indígenas, Procuraduría de 

Derechos Humanos (PDH)
• Mario Choa, Walter Solís y Mariluz Velásquez, Departamento de Procuración de la Unidad 

de Derechos Individuales, Procuraduría de Derechos Humanos Nacional (PDH)
• Osmin Revolorio, Auxiliar Departamental de Escuintla, Procuraduría de Derechos 

Humanos (PDH) 
• Oficial Salguero Godoy, Comisaría 31 Escuintla, Policía Nacional Civil (PNC)
• Luís Alberto Muñoz González, Gobernador Departamental de Escuintla

Cuerpo Diplomático: 

• Susie Kitchens, Segunda Secretaria Política, Embajada del Reino Unido
• Juan López-Dóriga Pérez, Embajador, Embajada de España
• Howard Austad, Ministro Consejero, Embajada de Noruega
• Åsa Björklund, Encargada de la Iniciativa Europea para la Democracia y los DDHH en 

Guatemala, Delegación de la Comisión Europea en Guatemala, Unión Europea

2.2 REUNIONES CON ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

El equipo en el terreno se reúne periódicamente con organizaciones de la sociedad civil, con el 
objetivo de dar seguimiento a la situación de los defensores de derechos humanos, informarnos 
mutuamente sobre el trabajo que se realiza y recabar elementos que ayuden a desarrollar los 
análisis de coyuntura internos.  

Organizaciones de la Sociedad Civil Guatemalteca:

• David Morales, Federación Sindical de Trabajadores de la Alimentación Agro-Industrias y 
Similares de Guatemala (FESTRAS)

• David Alvarado, Centro de Solidaridad
• CALAS (Centro de Acción Legal Ambiental y Social de Guatemala)
• Seguridad en Democracia (SEDEM)
• Felipe González, Oxlajuj Ajpop
• Ricardo Cepeda, Colectivo de Organizaciones Sociales (COS)
• Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos de Guatemala (FAMDEGUA)
• Hermana Argentina, Pastoral Social de Cobán
• Jorge López, Organización de Apoyo a una Sexualidad Integral frente al SIDA (OASIS)
• Rigoberto Dueñas, Central General de Trabajadores de Guatemala (CGTG)
• Nery Rodenas, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala (ODHAG)
• Movimiento Nacional por los Derechos Humanos (MNDH)
• Amilcar Méndez, Consejo de Comunidades Étnicas Runujel Junam (CERJ)
• Justo Mendoza, Coordinadora Nacional Indígena y Campesina (CONIC)

Organizaciones  Internacionales:

• Coordinación del Acompañamiento Internacional en Guatemala (CAIG)
• Heike Kammer, Servicio Internacional para la Paz (SIPAZ)
• Comisión de acompañamiento de defensores de Derechos Humanos del Foro de 

Organizaciones Internacionales (FONGI)
• Proyecto Acompañamiento Québec-Guatemala (PAQG)
• Intermón Oxfam 
• Trocaire

Además, se han realizado visitas a las siguientes personas y organizaciones:

• Asociación para el Avance de las Ciencias Sociales en Guatemala (AVANCSO)
• Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos (CALDH)
• Derechos en Acción 
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• Fundación de Antropología Forense de Guatemala (FAFG)
• Hijos e Hijas por la Identidad y la Justicia y contra el Olvido y el Silencio (HIJOS)
• ComunicArte
• Unidad Técnica de Acompañamiento, Relaciones y Asesoría al Movimiento Social 

Guatemalteco (UTARA)
• Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (CNOC)
• Confederación Religiosa de Guatemala (CONFREGUA)

• Sindicato de Trabajadores de la Educación de Guatemala (STEG)

2.3 ACOMPAÑAMIENTOS
 

A la Unión Verapacense de Organizaciones Campesinas, UVOC. Acompañamos a Carlos 
Morales, dirigente de la UVOC desde el 13 de mayo de 2005. Durante el mes de febrero, le 
acompañamos en sus actividades en los departamentos de Alta y Baja Verapaz, y en la Cuidad 
de Guatemala.

Antecedentes:  Carlos  Morales,  dirigente  de  UVOC,  ha  sido  víctima de  amenazas  de 
muerte, intimidaciones, y persecuciones por sujetos desconocidos. Debido a un aumento 
de las amenazas de muerte contra su persona, que hacía temer por su vida seriamente 
durante abril  2005, Carlos Morales tuvo que esconderse por un mes. Posteriormente 
pidió  acompañamiento  de  24  horas  al  equipo  de  PBI.  UVOC  es  una  organización 
campesina de los Departamentos de las Verapaces (Alta y Baja Verapaz) que trabaja 
fundamentalmente por el acceso a la tierra para los campesinos, y asesora sobre la  
legalización de sus terrenos. También ofrece capacitación y apoya a través de la gestión 
de proyectos de desarrollo a las comunidades afiliadas a la organización. 

A  la  Coordinadora  Nacional  de  Pobladores  y  Áreas  Marginales  de  Guatemala, 
CONAPAMG. Seguimos visitando la oficina y manteniendo contacto constante. 

Antecedentes:  CONAPAMG trabaja  en  cuestiones  sobre  el  acceso  a  la  vivienda,  la 
infraestructura social y la legalización de terrenos ocupados por pobladores. Empezamos 
a  acompañar  a  CONAPAMG  después  del  4  de  julio  de  2004  cuando  sufrieron  un 
allanamiento forzado en su oficina robando expedientes, listados, facturas, disquetes y 
dinero.   Dirigentes  de  sus  comunidades  sufren  amenazas  de  actores  locales  
regularmente.  Miguel Zapeta González, residente de la comunidad “Esquipulas” en la 
zona 21 de la Ciudad de Guatemala y miembro de la organización fue asesinado en 
marzo de 2005. Muchas de las comunidades de CONAPAMG son desalojadas y otras 
muchas  están  pendientes  de  desalojo.  PBI  realiza  reuniones  con  autoridades 
guatemaltecas  locales  en  zonas  donde  hay  comunidades  de  CONAPAMG que  están 
negociando la compra o el acceso a la tierra que ocupan.

A la Asociación de Amigos del Lago Izabal, ASALI.  Empezamos a acompañar a  Eloyda 
Mejía, representante legal de la asociación, después del 21 de febrero de 2004, cuando las 
amenazas contra ella se agravaron. 

Antecedentes: Eloyda Mejía ha recibido varias amenazas por su trabajo para proteger el  
Lago Izabal e informar a la población sobre los posibles efectos de la reapertura de la  
empresa minera Compañía Guatemalteca de Níquel (subsidiaria de Skye Resources INC, 
de Canadá) en el área del lago.

Al  Colectivo Madre Selva, con visitas regulares a su sede, durante sus desplazamientos a 
varios departamentos donde trabajan y manteniendo contacto permanente con sus miembros. 
PBI brinda acompañamiento a los miembros de Madre Selva desde el mes de junio de 2004. En 
el mes de febrero acompañamos a Magalí Rey Rosa durante el desarrollo de un  foro del Frente 
Nacional de Resistencia a la Minería de Minerales (FNRM) celebrado en Chimaltenango el día 23 
de febrero.

Antecedentes:  Madre  Selva  es  una  organización  ecologista  que  imparte  talleres  de 
información sobre el impacto de los megaproyectos. Uno de los ejes más activos es la  
sensibilización sobre el impacto medioambiental de la minería a cielo abierto y de la  
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instalación de centrales hidroeléctricas. La organización y sus integrantes han recibido 
varias amenazas por su trabajo.

A la  Coordinadora Nacional de Viudas de Guatemala,  CONAVIGUA.  Les acompañamos 
periódicamente en su oficina. En el mes de febrero les acompañamos durante una inhumación 
en Xecoxol, Departamento de Chimaltenango.

Antecedentes: CONAVIGUA como parte de su trabajo por la recuperación de la memoria 
histórica  y  el  resarcimiento,  viene  realizando  un  proceso  de  exhumaciones  e 
inhumaciones  en  diferentes  departamentos,  sobre  todo  en  los  departamentos  del 
Quiché, Chimaltenango, Guatemala y las Verapaces. Este proceso provoca situaciones 
de mucha tensión en las pequeñas comunidades rurales entre víctimas y victimarios y 
las mujeres de CONAVIGUA sufren amenazas para que no lleven adelante este trabajo. 
La organización sigue llevando adelante nuevas exhumaciones e inhumaciones  durante 
este año.

A  la  Asociación  Guatemalteca  de  Alcaldes  y  Autoridades  Indígenas  (AGAII)  y 
Fundación Maya, FUNDAMAYA. Acompañamos a Carlos Guarquez el Coordinador General 
de la AGAII y FUNDAMAYA y consejero de la Municipalidad desde el mes de enero de 2005. 
Además de quedar en contacto regular con él, en el mes de febrero le acompañamos en varias 
de sus actividades en la capital. 

Antecedentes: El señor Guárquez han sufrido varias formas de amenazas, acusaciones e 
intimidaciones por su trabajo, en rechazo del Tratado de Libre Comercio (DR-CAFTA) y la 
explotación minera.  El día 25 de marzo de 2005, en la aldea de El Tablón, Sololá, unos 
desconocidos rociaron de gasolina y prendieron fuego al vehículo que utilizaba Carlos 
Guarquez,  representante  de  dicha  Municipalidad  Indígena  y  de  la  Fundación  Maya. 
Alrededor de su vehículo se encontraban volantes amenazando de muerte directamente  
al señor Guarquez, a la entonces Alcaldesa Indígena de Sololá, Dominga Vásquez, y a su 
esposo,  Alfonso  Guarquez.  Dichos  volantes  incluían  textos  como:  “Por  meterte  en 
babosadas en la sociedad… mañana será tu día de desaparecer en este mundo.” A raíz 
de esta amenaza PBI activó su Red de Apoyo (RdA) dentro de Guatemala.

Al Movimiento de Trabajadores Campesinos,  MTC,  entidad de  la  Pastoral  Social  de  la 
Diócesis de San Marcos, constituida por asociaciones de comunidades campesinas que trabajan 
en  la  defensa  de  sus  derechos  laborales,  entre  otros.  Estamos  en  contacto  regular  con 
miembros de esta organización después de que nos hicieron una petición de acompañamiento 
internacional. 

Antecedentes: Desde principios de noviembre de 2005, Julio Archila, miembro del MTC, 
ha sufrido varias intimidaciones y amenazas dirigidas contra él y su familia. Según el  
MTC, sus problemas de seguridad están relacionados con la asesoría que realizan a 
campesinos  inconformes  de  la  finca  Las  Delicias,  San  Marcos.  El  4  de  noviembre,  
oficiales de la PNC, detuvieron a Julio acusándole de robar café. Fue llevado ante el juez  
y al no encontrar pruebas de las acusaciones, fue liberado. Desde entonces han ocurrido 
otras intimidaciones y amenazas contra Julio Archila y familiares suyos.

2.4 OBSERVACIONES

Los días 1 y 2 de febrero hemos estado observando la toma pacífica del Parque Central de la 
Ciudad, por parte de campesinos de diferentes fincas del Comité de Unidad Campesina (CUC), 
buscando el otorgamiento y reconocimiento legal de sus tierras. 

Observamos  la  protesta  del  24  de  febrero  en  contra  del  Tratado  de  Libre  Comercio  entre 
República Dominicana, Centro América y Estados Unidos (DR-CAFTA) organizada por  el Frente 
Nacional de Lucha en Defensa de los Servicios Públicos y los Recursos Naturales (FNL) integrado 
por diversas organizaciones de la sociedad civil. Presentaron un recurso de inconstitucionalidad 
contra el DR-CAFTA a la Corte de Constitucionalidad.

2.5 SEGUIMIENTOS
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Al Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos, CALDH por medio de contactos con 
las Codirectoras y visitas a sus oficinas. 

Antecedentes:  En  varias  ocasiones  se  ha  acompañado  a  distintos  miembros  de  la 
organización. El 11 de enero 2005, un día después del reinicio de sus labores de este 
año, la organización recibió una amenaza de bomba en su sede. Durante el mes de 
marzo  del  mismo año  la  organización  y  varios  de  sus  miembros  recibieron  fuertes 
amenazas.  En  junio  sufrieron  nuevas  agresiones  contra  cuatro  miembros  de  la 
organización,  y  hasta  la  fecha  siguen  siendo  víctimas  de  amenazas  telefónicas  y 
controles frecuentes.

A  la situación de la  Comunidad de la Finca  El Maguey,  afiliada al  Comité de Unidad 
Campesina (CUC) por medio de contactos esporádicos con los líderes. En el mes de febrero, 
después de la entrega de los títulos a la comunidad, el equipo visitó a la comunidad. 

Antecedentes: Después de un desalojo brutal de la comunidad por el ejército en 2003, el  
ejecutivo  emitió  un  Decreto  Gubernativo  retirando  la  concesión  de  la  tierra  a  la  
comunidad.  Este  decreto  fue  recurrido  ante  la  Corte  de  Constitucionalidad  (CC).  
Finalmente la Corte falló a favor de la comunidad en mayo de 2004. Han conseguido el  
expediente 1-61 que les protege de sufrir desalojos o intervención policial en la finca, sin 
embargo  hasta  ahora  siguen esperando la  finalización de  sus  trámites  legales  para 
conseguir la escritura de propiedad de la finca. 

A la Municipalidad Indígena de Sololá y a la Ex Alcaldesa Dominga Vázquez,  que a partir 
del 1 de enero de 2006, terminó sus funciones como alcaldesa indígena de Sololá pero sigue 
siendo una lideresa de su comunidad. Quedamos en contacto periódico con ella, dando 
seguimiento a la Municipalidad y al nuevo alcalde indígena.

Las Representantes Regionales,  la Oficina de Coordinación del  proyecto en Madrid  y otras 
miembros  del  comité  del  proyecto,  así  como los  grupos  nacionales  de  PBI,  llevan  a  cabo 
campañas  de  relaciones  públicas  con  numerosas  ONG’s,  agencias  y  gobiernos  nacionales, 
parlamentarios, etc.. Estas reuniones se traducen en el desarrollo y fortalecimiento de una “Red 
de Apoyo” del  proyecto,  herramienta imprescindible para el funcionamiento de la presencia 
internacional de PBI en Guatemala.

Tara Ward, miembro del  Comité del  Proyecto, mantuvo comunicación  con los grupos de PBI 
Canadá y PBI USA para  coordinar una posible  delegación y organizar una reunión de llamada 
de conferencia.

Kerstin Reemtsma, Representante Europea del Proyecto se reunió el día 15 de febrero en Berlin 
con un miembro de la directiva de la Asociación de Abogados Alemanes, Dr.Malaika Ahlers, 
responsable de derechos humanos.
El día 21 de febrero se reunió en Hamburgo con el diputado del parlamento alemán, Christian 
Carstensen, socialdemócrata. 
El  día  22  del  mismo  mes  se  reunió  en  Hamburgo  con  el  diputado  socialdemócrata  del 
parlamento alemán, Niels Annen, miembro de la Comisión de Asutos Exteriores y de la Comisión 
de Derechos Humanos del Parlamento Alemán. 
Todos ellos se sumaron a la red de apoyo.
 
Montse García, Coordinadora de Proyecto participó en la reunión del Consejo Internacional de 
Peace Brigades International (PBI) como representante del  Proyecto de PBI Guatemala. Esta 
reunión tuvo lugar del 19 al 24 de febrero en Bustarviejo, Madrid, Estado Español. Durante estas 
reuniones, el Consejo Internacional (CI)  implementa las decisiones tomadas en la Asamblea 
General de PBI y actúa en su representación pudiendo tomar decisiones importantes para la 
organización. El CI está integrado por representantes de las diferentes partes de la organización 
(secciones de países y proyectos) así como por miembros independientes. Durante la semana la 
coordinadora del Proyecto Guatemala pudo mantener conversaciones con los coordinadores y 
representantes  de los  otros  proyectos  de PBI  (Colombia,  Nepal,  México e Indonesia)  y  con 
representantes de la Oficina Europea en Bruselas (BEO), entre otros.

3. ACTIVIDADES DE PBI GUATEMALA: FUERA DE GUATEMALA
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En esta sección reproducimos comunicados (algunos de ellos abreviados) de las organizaciones 
defensoras  de  Derechos  Humanos,  donde  expresan sus  preocupaciones  frente  a  diferentes 
hechos recientes.

Bloque Anti imperialista.
El Desalojo contra trabajadores de las fincas

San José Moccá y La Cabaña, Senahu

3 de Febrero de 2006.

A las 10:30 de la mañana del 1 de febrero, haciendo un uso totalmente desproporcional de la 
fuerza,  más  de  cuatrocientos  agentes  de  la  policía  nacional  civil  provenientes  de  distintas 
comisarías del país, cien efectivos del ejército al mando de un teniente coronel de artillería y la 
fiscal del ministerio público quien se encontraba armada, procedieron a ejecutar el desalojo de 
casi trescientas familias que reclamaban sus derechos laborales a los propietarios de la finca 
San José Mocá y Las Cabañas. 

Las fuerzas armadas se encontraron con un grupo de familias en la carretera y un grupo de 
aproximadamente 400 mujeres y niños quienes como única estrategia de defensa y resistencia 
se encontraban rezando en idioma Q’’eqchí. Ante la presencia de la policía, el ejército y la fiscal 
del  ministerio  público  de  Cobán,  campesinos  contratados  por  los  terratenientes  Roberto  y 
William Hempstead Smith,  procedieron a quemar los alimentos,  enseres y viviendas de los 
trabajadores. Después la policía quitó las barricadas del camino que conduce de Tucurú a La 
Tinta, donde los campesinos habían realizado un tapón como parte de las protestas nacionales 
de lucha contra la represión, impulsadas por las organizaciones campesinas. 

Inmediatamente  después  la  policía  y  la  fiscal  subieron  al  casco  de  la  finca,  junto  a  una 
delegación de diez campesinos q”eqchi. Mientras tanto el Ejército se retiró del lugar. De la orilla 
del  camino  hacia  el  casco  de  la  finca  hay  casi  20  kilómetros  de  distancia  y  se  tarda  en 
transitarlos  en carro  casi  una hora.  Las  dos  fincas  miden alrededor  de  85 caballerías.  Las 
familias que reclaman sus derechos laborales han trabajado durante generaciones como mozos 
colonos  en  la  producción  del  café,  donde  cumplían  largas  y  duras  jornadas  de  trabajo, 
recibiendo salarios miserables y sin ningún tipo de prestaciones laborales según las leyes del 
país. Se calcula que los propietarios, Roberto y William Hempstead Smith, originarios de familias 
alemanas, adeudan a los campesinos más de diez millones de quetzales en concepto de las 
prestaciones de ley. 

La  fiscal  del  MP  y  demás  instancias  jurisdiccionales,  ordenaron  el  desalojo  contra  los 
trabajadores  incumpliendo  flagrantemente  las  leyes  del  país,  violando  los  derechos  de  los 
trabajadores,  y  protegiendo  abiertamente  los  intereses  de  los  latifundistas.  De  hecho  los 
terratenientes cubrieron los costos de movilización y alimentación de los agentes de la policía y 
efectivos del ejército. Se calcula que en cada desalojo que se lleva a cabo en la región los 
terratenientes gastan alrededor de Q.150,000.00

Al retirarse, la policía con el aval y consentimiento de la fiscal del ministerio público, se llevaron 
en un camión cortes de las mujeres, piedras de moler, alimentos, instrumentos de labranza y 
animales de patio. Los terratenientes dejaron guardias de seguridad privada en su finca.  

Una hora después de que las fuerzas represivas del estado daban por terminado el desalojo, los 
campesinos  volvieron  a  OCUPAR  la  tierra,  porque  no  están  dispuestos  a  renunciar  a  sus 
derechos como trabajadores y dejar la tierra que les pertenece. 

COMUNICADO DEL COLECTIVO MADRE SELVA 
   
El pueblo de San Vicente Pacaya fue tomado por asalto por fuerzas de seguridad para imponer 
el paso de maquinaria de una empresa extranjera que no cuenta con los requisitos legales de 
construcción. Un contingente de miles de efectivos de la PNC reforzados con camiones del 
ejército y una tanqueta, tomó por asalto el pueblo de San Vicente Pacaya, Escuintla ayer por la 
madrugada (domingo 26 de febrero). El operativo se produce para imponer por la fuerza el paso 
de maquinaria pesada para la construcción de una planta geotérmica de la empresa ORTITLAN 
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subsidiaria de la empresa trasnacional israelita ORMAT. ORTITLAN no cuenta con la debida 
licencia de construcción por parte de la municipalidad de San Vicente Pacaya. La construcción 
de la geotérmica se inició de manera irregular dentro del área protegida Parque Nacional Volcán 
de Pacaya.

Las fuerzas de policía se dedicaron a perseguir a los dirigentes del movimiento contra la 
geotérmica y a las autoridades municipales con el objetivo de capturarlos. Este operativo de 
búsqueda y captura fue dirigido personalmente el responsable de la compañía ORTITLÁN Yoshi 
Shilom que actuaba como si fuera comandante de la PNC.

Este hecho viola la autonomía municipal y es un acto amenazante e intimidatorio contra la 
población de San Vicente Pacaya y su Corporación Municipal que tiene un antecedente en la 
agresión que sufrió el pueblo de Sololá en enero del 2005 cuando una fuerza conjunta de policía 
y ejército impuso por la fuerza el traslado de maquinaria propiedad de la empresa minera 
Montana Exploradora con el saldo de decenas de heridos y una persona asesinada por la fuerza 
pública al servicio de las empresas trasnacionales.  
      
La población de San Vicente se opone a la construcción de la geotérmica por los riesgos de 
contaminación del agua y porque prefieren un desarrollo eco-turístico que aproveche las 
características excepcionales del Volcán de Pacaya como un polo de atracción turística.
              
La intervención violenta de las fuerzas policíacas rompe un proceso de diálogo y negociaciones 
entre la empresa ORTITLÁN, miembros de la sociedad civil, de las comunidades y la 
municipalidad de San Vicente Pacaya. Dentro de las demandas de la gente de San Vicente 
Pacaya estaba la compensación por parte de la compañía aportando la electricidad para el 
bombeo del agua potable que surte a todo el municipio. ORTITLÁN se negó a aceptar esta 
demanda.
     
El Colectivo MadreSelva llama a la opinión pública a solidarizarse con el pueblo y la 
municipalidad de San Vicente Pacaya y a rechazar este operativo policiaco militar para imponer 
los intereses de una compañía trasnacional sobre la voluntad soberana de un municipio. Nos 
oponemos a la criminalización del reclamo social a través de órdenes de captura contra 
dirigentes comunitarios, y al uso de los recursos públicos del Ministerio de Gobernación y del 
Ejército para servir a intereses empresariales privados.

Guatemala, 27 febrero de 2006

PROYECTO PBI 
GUATEMALA

Equipo en  Guatemala
7ª Avenida, 1-13, Zona 2, Ciudad de Guatemala

Tel/fax: (+502) 2238-4834
Email: pbiguatemala@intelnett.com

Oficina de Coordinación del Proyecto
C/ Romero 9; 28720 Bustarviejo, Madrid (España)

Tel/fax: (34) 918 482 496
Email: pbiguate@pangea.org

Website: www.peacebrigades.org
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